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León, Guanajuato, a 29 veintinueve de junio del año 2010, dos mil diez. . . .  . . . 

V I S T O para resolver el expediente número 111/2010-JN que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por la ciudadana ROSA ELENA VIDEGARAY ULIBARRY en contra de la Director General de Desarrollo Urbano, del Inspector que suscribió las Infracciones números 36697 y 37213, de la Directora General Ingresos y del Notificador adscrito a la Dirección General de Ingresos que practicó los actos fiscales impugnados, todos de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que en esta causa administrativa se impugnan las actas de infracción números 36697 de fecha 10 diez de agosto del año 2009, dos mil nueve y  37213 de fecha 8 ocho de septiembre del mismo año; los estados de cuenta de multa municipal emitidos a la parte actora; las multas por las cantidades de $2,705.94 (dos mil setecientos cinco pesos 00/100 moneda nacional) y $2,078.00 dos mil setenta y ocho pesos 00/100 moneda nacional); el requerimiento de pago de fecha 3 de febrero dela o 2010 dos mil diez; la determinación del crédito fiscal de la misma fecha; y, el procedimiento administrativo. La existencia los actos impugnados se encuentra acreditada en autos de esta causa administrativa: las actas de infracción se demuestran con sus copias al carbón y con el reconocimiento de su existencia que hacen en su contestación la Directora General de Desarrollo Urbano, la Directora General de Ingresos y el Notificador; las multas se acreditan con el original de los estados de cuenta; el requerimiento de pago se justifica con copias al carbón de este documento; la determinación del crédito fiscal se demuestra con la copia al carbón del documento determinante del crédito; y con el reconocimiento de su existencia que en su contestación hacen las citadas autoridades. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El Director General de Urbanismo, aduce que se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción VI, del referido Código de Procedimientos y Justicia Administrativa, en razón de que los actos que se les imputan son inexistentes. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, toda vez que dicha autoridad cuenta con atribuciones para aplicar el Reglamento de Zonificación y Usos del Suelo para el Municipio de León, Guanajuato y es el caso que se impugna el procedimiento administrativo para la imposición de sanciones administrativas, por no llevarse a cabo las formalidades previstas en este último Ordenamiento Legal, en consecuencia a fin de brindar seguridad jurídica al justiciable, en este supuesto no es posible configurar dicha causal de improcedencia, puesto que esta autoridad tiene a su cargo el referido procedimiento administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . 

Asimismo, el Director General de Urbanismo aduce que se actualiza la causal de improcedencia derivada de la fracción IV del artículo 261 del citado Código de Justica Administrativa del Estado de Guanajuato, en virtud de que la actora consintió en las actas de infracción impugnadas, por no haberlas refutado en tiempo. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, toda vez que, no se encuentran consentidos los actos combatidos, por una parte, es cierto que el actor manifiesta que tuvo conocimiento de los actos impugnados el día 20 veinte de marzo del año 2010, dos mil diez y también es verdad que la autoridad demandada, omitió exhibir las constancias relativas a las notificaciones de los actos combatidos, en tal virtud, se tiene por cierta la manifestación del actor, en el sentido de que tuvo conocimiento de los actos a debate en la fecha que menciona; y, por otras parte, dentro de estos actos se encuentran las actas de infracción 36697 y  37213, mismas que constituyen actos de naturaleza procedimental que adquieren el carácter de actos definitivos, con la calificación de la infracción. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Abundando sobre las actas de infracción cabe precisar que éstas tienen al carácter de actos principales y todos los demás son actos consecuentes; siendo lo anterior así, hasta que se da el acto de la calificación de las infracciones cuando puede o no causarse una afectación a interés jurídico de la impetrante, por ello, es en este momento cuando está en aptitud de intentar el juicio de nulidad; por consiguiente, si el actor tuvo conocimiento de la existencia de la calificación de infracción combatida, hasta el día 20 veinte de marzo del año en curso y si la demanda de nulidad se presentó el día 24 veinticuatro de mismo mes y año, en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales, según se advierte del sello de recibido, entonces, las actas de infracción que nos ocupa, se encuentra impugnadas dentro del término legal de 30 treinta días hábiles, conforme a lo previsto en el artículo 263 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios Guanajuato, por tanto, en la especie  la demanda se halla presentada dentro del término legal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Por su parte, la Directora General de Ingresos y el Notificador Juan C Alba Ramírez, hacen valer la causal de improcedencia prevista en la fracción VII del artículo 261, en relación con la fracción VII del artículo 265, toda vez que de los conceptos de impugnación que manifiesta el actor no se desprende una relación lógica-jurídica tendente a demostrar el perjuicio o afectación que sufrió el actor con el acto impugna do, es decir, no expresa ningún agravio. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, en virtud que de un análisis al escrito inicial de demanda de nulidad, se advierte la formulación de conceptos de impugnación, en razón que la actora expresa los artículos del Reglamento de Zonificación y Usos del Suelo para el Municipio de León, Guanajuato, que estima fueron violados en su perjuicio y razonamientos lógicos y jurídicos del por qué existe esa violación, estando dirigidos además a desvirtuar la presunción de legalidad de los actos combatidos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ante la inoperancia de las causales de improcedencia aducidas por las autoridades demandadas y advirtiéndose de autos que no se actualiza ninguna otra de las previstas en el citado artículo 261, en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Que el actor en el apartado de conceptos de impugnación, primera parte, respecto a las actas de infracción números 36697 y 0939576, en esencia aduce que no cumplen, con lo establecido en los artículo 137, fracción V, VI y VIII del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en relación con los artículo del 190 al 204 del Reglamento de Zonificación y Usos del Suelo para el Municipio de León, Guanajuato, del contenido del acta referida se desprende que se trata de una inspección, la cual se practicó sin que mediara orden de visita domiciliaria expedida por el Director de Desarrollo Urbano, en la cual se señalara el motivo de la inspección, persona y lugar a inspeccionar, designación del funcionario que la habría de practicar, así como la fecha y hora, trayendo como consecuencia la inexistencia de la notificación de la orden, por lo que la actuación de los inspectores demandados fue arbitraria sin apego a La ley. En tanto que, el Director General de Desarrollo Urbano en esencia contesta que los argumentos que expone el actor son inoperantes, en virtud de que omitió formular agravios propiamente dichos, pues no se desprende la formulación de ningún agravio tendente a demostrar la invalidez o nulidad de los actos que impugna, que simplemente se dedica a mencionar una relatoría infundada de hechos como una larga lista de artículos del Reglamento de Zonificación y Usos del Suelo para el Municipio de León, Guanajuato, así como del Código de Procedimiento y justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de las siguientes consideraciones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En la especie, no le asiste la razón al Director General de Desarrollo Urbano, toda vez que si existe expresión de conceptos de agravio, pues como se expresó en supralíneas, la actora arguye que se violan en su perjuicio los artículos del 190 al 204 de Reglamento de Zonificación y Usos del Suelo para el Municipio de León, Guanajuato y además expresa razonamientos lógicos y jurídicos tendentes a justificar esa violación en su perjuicio y el por qué el actuar del inspector demandado fue arbitrario y sin apego a derecho, lo anterior con  la finalidad de obtener la declaración nulidad de las multas combatidas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .     

Así las cosas, las dos multas impuestas a la ciudadana Rosa Elena Videgaray Ulibarry, por no presentar la licencia de uso de suelo, la primera por la cantidad de $2, 597.00 (dos mil quinientos noventa y siete pesos 00/100 moneda nacional) y la segunda por $2,078.00 (dos mil setenta y ocho pesos 00/100 moneda nacional), debieron haberse impuesto a la impetrante previa observancia de las formalidades establecidas en los artículos 192, 193, 194, 195, 197, 198, 199, 200 y 207 del Reglamento de Zonificación y Usos de Suelo para el Municipio de León, Guanajuato, de los cuales se advierte que el procedimiento administrativo tiene las etapas siguientes: 1.- La Orden de Inspección; 2.- La Visita de Inspección;  3.- La citación a la Audiencia de Calificación, para que el presunto infractor se presente el día y la hora fijada para la celebración de dicha Audiencia; 4.- La celebración de la Audiencia de Calificación en la que el presunto infractor podrá manifestar lo que a su derecho convenga y ofrecer las pruebas que estime convenientes en relación a los hechos, en su caso se acreditar la personalidad jurídica y si las pruebas ofrecidas requieren preparación especial, se abrirá un periodo probatorio de cinco días hábiles; 5.- La emisión de la resolución debidamente fundada y motivada que en derecho proceda; 6.- La notificación de la resolución; y, 7.- La ejecución  de la resolución. . . . . . . . . . . . . . . . 

Bajo esta tesitura, en el caso que se resuelve es evidente que no se respetaron las formalidades esenciales para la práctica de la visita de inspección, puesto que previamente al levantamiento de las actas de infracción debatidas, debió existir la emisión de las órdenes de inspección; sin embargo, es el caso que la Directora General de Desarrollo Urbano no emitió dichos mandamientos, por tanto, con dichas omisiones se vulnera en perjuicio de la justiciable el artículo 192 del Reglamento de Zonificación y Usos del Suelo para el Municipio de León, Guanajuato; vicios del procedimiento que afectan la defensa de la demandante y por consiguiente dan origen a la nulidad de las actas de infracciones debatidas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Abundando lo anterior, en autos de esta causa administrativa no obran las ordenes de inspección emitidas por la Directora General de Desarrollo Urbano de este Municipio, en la que se indicará el nombre de los inspectores autorizados para practicar las visitas de inspección; por tanto, es evidente que estamos en presencia de un procedimiento administrativo irregular, pues la orden de inspección como primer acto de ese procedimiento es previo a la visita de verificación y a la calificación de la infracción, de este modo, con la referida omisión no se cumple con las exigencias previstas en el citado artículo 192; por consiguiente, la inexistencia de la orden de inspección constituye una irregularidad que da origen a la ilegalidad de las actas de infracciones números 36697 y 37213, levantadas respectivamente con fechas 10 diez de agosto y 08 ocho de septiembre del año 2009, dos mil nueve y de las calificaciones de las infracciones en las cuales se impuso al justiciable una multa, por la cantidad de $2,597.00 (dos mil quinientos noventa y siete pesos 00/100 moneda nacional) y otra por $2,078.00 (dos mil setenta y ocho pesos 00/100 moneda nacional), por ende, en la especie no se satisface el elemento de validez del acto o resolución administrativa exigido por la fracción VIII del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En consecuencia, los referidos vicios del procedimiento administrativo, dan lugar a la nulidad de las actas de infracción y de las multas combatidas; actos administrativos que traen consigo de los actos fiscales siguientes: los estados de cuenta de multas municipales expedidos a nombre de la actora, el requerimiento de pago fechas 03 tres de febrero del año 2010, dos mil diez, por la cantidad de             $2,705.94 (dos mil setecientos cinco pesos 94/100 moneda nacional) y el documento determinante de crédito, por la cantidad de $2,078.00 (dos mil setenta y ocho pesos 00/100 moneda nacional). Por ello, estos actos fiscales tienen el carácter de actos accesorios y como actos derivados se encuentran afectados de nulidad, por devenir de actos derivados de un procedimiento viciado. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, el cual establece:“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por  quienes  las  realizan  y,  por otra parte,  los tribunales  se harían  en  alguna  forma partícipes de  tal conducta  irregular,  al otorgar a  tales actos valor legal”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Que la argumentación analizada en el considerando que antecede,  es suficiente para declarar la nulidad de los actos combatidos y es innecesario el estudio de los demás conceptos de impugnación esgrimidos por la parte actora en su escrito inicial de demanda, toda vez que de resultar procedente algún otro, en nada variaría el sentido de la presente sentencia. Sirve de apoyo la tesis que a la letra dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Tercera Sala, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página  32. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por  lo  expuesto  y  además  con  fundamento  en  los  artículos  206-A  párrafo

segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 137 fracción VIII, 287, 298, 299, 300 fracción II y 302, fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se DECLARA LA NULIDAD LISA Y LLANA de las actas de infracción números 36697 de fecha 10 diez de agosto del año 2009, dos mil nueve y 37213 de fecha 8 ocho de septiembre del mismo año y de los actos consecuentes como lo son las multas impuestas a la actora por las cantidades de $2, 597.00 (dos mil quinientos noventa y siete pesos 00/100 moneda nacional) y por $2,078.00 dos mil setenta y ocho pesos 00/100 moneda nacional); de los estados de cuenta de multa municipal emitidas a nombre de la parte actora; del requerimiento de pago fecha 03 tres de febrero del año 2010, dos mil diez, por la cantidad de  $2,705.94 (dos mil setecientos cinco pesos 94/100 moneda nacional); y, del documento determinante del crédito fiscal, por la cantidad de $2,078.00 dos mil setenta y ocho pesos 00/100 moneda nacional), por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . .  . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma en 7 siete tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA  MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

ESTA FOJA ES PARTE DE LA SENTENCIA  DEL 29 DE JUNIO DEL 2010,  DICTADA EN EL EXPEDIENTE  111/2010-JN.

